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INTRODUCCIÓ

Derecho 

procesal del 

trabajo

Principios del 

derecho procesal 

del trabajo

Naturaleza jurídica

Es el conjunto de normas jurídicas que regulan la actividad 

jurisdiccional que el Estado realiza a través de los tribunales del 

Trabajo para solucionar los conflictos laborales, ya sea mediante 

la Conciliación y de no ser posible esta mediante el arbitraje, con 

el propósito de mantener el orden jurídico y económico entre la 

fuerza laboral y el capital.

Fundamento constitucional del Derecho Procesal del Trabajo. 

El DPT encuentra su fundamento en el Artículo 123 Constitucional 

apartado “A” fracción XX, el cual establece que: “Las diferencias de 

los conflictos entre el capital y el trabajo se sujetaran a la decisión 

de una Junta de Conciliación y Arbitraje, formada por igual número 

de representantes de los obreros y de los patrones, y uno del 

gobierno”.

Leyes reglamentarias 

en materia laboral que 

derivan del artículo 

123 de la Constitución 

General. Tipo de 

relaciones regulan:

a) La Ley Federal del Trabajo, 

regula las relaciones de 

trabajo entre particulares. 

(apartado “A”) 

b) La Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del 

Estado, regula las relaciones 

de trabajo entre el Estado y 

sus trabajadores. ( apartado 

“B”) 

Ámbito de observancia de la Ley Federal del 

Trabajo. Es de observancia general en todo el 

territorio nacional y rige todas las relaciones de 

trabajo reguladas por el artículo 123 apartado “A” 

de la Constitución, es decir, las que se suscitan 

entre los particulares. Las relaciones de trabajo 

entre el Estado y sus trabajadores se regulan por lo 

dispuesto en el apartado “B” del artículo 123 

Constitucional.

Determinar la naturaleza 

jurídica del derecho procesal 

del trabajo, es ubicar la 

materia en el lugar que le 

corresponde dentro de la 

clasificación del derecho; es 

un problema de clasificación y 

por tanto, corresponde a la 

sistemática jurídica.

En el Digesto, aparece ya la clásica y antigua distinción de Ulpiano, en virtud de la cual el derecho público tendría por 

objeto el gobierno de la Republica Romana y el privado pertenecería al provecho de cada individuo en particular. A partir de 

entonces son múltiples, y muy variados, los intentos por encontrar una fórmula adecuada para clasificar el derecho (interés 

en juego; naturaleza del sujeto; intereses protegidos; carácter de la sanción; teorías eclécticas, etc.), criterios que han sido

desvirtuados por la falta de un sustento definitivo de clasificación. 

Sin embargo, desde un punto de vista totalmente científico y estricto no son válidas estas clasificaciones, al no caber la 

distinción, ya que toda norma jurídica es estatal y el sistema jurídico es unitario; y pretender clasificar al orden jurídico, como 

decía Hans Kelsen, “sería como ordenar las cuadros de un museo por su precio”. A mayor abundamiento, la división del 

derecho público y del derecho privado se encuentra actualmente en revisión, debido a las tendencias de tratadistas que 

pretenden incluir una categoría mas, denominada derecho social, en la que ubican al derecho laboral. 

a) Publicidad

b) Gratuidad

c) Inmediatez

d) Predominancia oral

e) Dispositivo

f) Economía Procesal

g) Concentración

h) Sencillez

i) suplencia

En su acepción filosófica, son las máximas o verdades universales del derecho procesal del trabajo que han servido para 

orientar la ley positiva. De acuerdo con la escuela histórica, los principios del derecho son aquellos que han nacido de los 

pueblos a través de su devenir histórico, en el tiempo y en el espacio, y que igualmente han sido fuente de inspiración para 

los legisladores, al crear el acto legislativo, es decir, han servido para orientar al derecho mismo. 

Nuestra materia se rige por principios especiales y particulares que poco a poco le han dado autonomía. En efecto, el 

artículo 685 de la Ley, siguiendo los principios doctrinales determina: "El proceso del derecho del trabajo será público, 

gratuito, inmediato, predominantemente oral y se iniciará a instancia de parte. Las Juntas tendrán la obligación de tomar las

medidas necesarias para lograr la mayor economía, concentración y sencillez del proceso". 

Cuando la demanda del trabajador sea incompleta, en cuanto a que no comprenda todas las prestaciones que de acuerdo 

con esta Ley derive de la acción intentada o procedente, conforme a los hechos expuestos por el trabajador, la Junta, en el 

momento de admitir la demanda, subsanará ésta. Lo anterior sin perjuicio de que cuando la demanda sea oscura o vaga se 

proceda en los términos previstos en el artículo 873 de esta Ley. 


